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León, Guanajuato, a 13 trece de febrero del año 2012 dos mil doce. . . . . . 

V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 428/2011-JN, promovido por el ciudadano Bartolo Cervera Paz; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación al actor del acto impugnado, lo que fue el día 3 tres de noviembre del año 2011 dos mil once. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia del acto impugnado consistente en la destitución del cargo que desempeñaba en la Dirección General de Policía, el ciudadano Bartolo Cervera Paz; se encuentra acreditada en autos con el original de un documento firmado por el Director General de Policía y dirigido al ahora impetrante del proceso, de fecha 3 tres de noviembre del año próximo pasado; misma que ofrecida y anexada por el actor a su escrito de demanda, le fue admitida como prueba de su intención (visible en autos en copia certificada, a fojas 17 diecisiete y 18 dieciocho); documental a la que con sustento en los artículos 78, 119 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa
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para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se le otorga pleno valor probatorio, ya que se trata de un documento emitido por un funcionario público en el ejercicio de sus atribuciones; aunado al hecho de que su emisión es reconocida por el Director General de Policía Municipal, al contestar la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio, si en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .

Sentado lo anterior, se repara que en el presente proceso, la autoridad demandada no hizo valer causal alguna de improcedencia o sobreseimiento, en tanto que de oficio, este Juzgador no advierte la actualización de alguna que impida entrar al estudio del fondo del asunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 De lo narrado por el actor en su escrito de demanda, así como de lo señalado por la autoridad demandada al contestar la misma, y de los documentos aportados; se desprende que el ciudadano Bartolo Cervera Paz tenía el cargo de Segundo Comandante de la Policía municipal, y que con fecha 3 tres de noviembre del año 2011 dos mil once, el Director General de Policía de este Municipio, le notificó verbalmente que debido a que no aprobó los procesos de evaluación de confianza que le fueron aplicados, había sido separado de su cargo a partir de esa fecha, entregándole un documento manifestándole dicha situación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Separación o destitución del cargo, que el impetrante del proceso  considera  carente de fundamentación; y, que además, no se realizó ningún procedimiento administrativo que se haya instaurado en su contra, por parte del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, por lo que no se respetó su garantía de audiencia. . . . . . . . . . . 

A lo expresado por el impetrante, el Director General de Policía  Municipal manifestó “a grosso modo”, que no es de modificar la situación de la destitución del actor de acuerdo a lo previsto en el artículo 123, apartado B, fracción XIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, la litis planteada se hizo consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de la destitución del enjuiciante al cargo de elemento operativo de la Dirección General de Policía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- Este Juzgador de manera primordial procederá al análisis de los conceptos de impugnación aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria de los actos impugnados y que pudieran traer mayor beneficio al actor en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, de los conceptos de impugnación esgrimidos, este Juzgador se avocará al estudio de los que considera trascendentales para emitir la presente resolución, como lo son los que enumera como segundo y tercero; sin necesidad de transcribirlos en su totalidad, así como tampoco los demás conceptos de impugnación; sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en primer lugar, respecto del tercer concepto de impugnación esgrimido por la parte actora; (Visible a foja 6 seis del presente expediente); arguyó el actor que se violó en su perjuicio lo preceptuado tanto en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano, como en la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato; y, en el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, exponiendo: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“TERCERO.- La emisión del acto… en ningún momento se me notificó sobre la existencia de algún ‘procedimiento’ que se haya instaurado en mi contra y mediante el cual se llegó a la determinación de destituirme del cargo…, sin embargo en ningún momento se me instauró un procedimiento en el cual tuviera la oportunidad de ser oído y vencido en juicio.” Para concluir más adelante, diciendo: “Lo anterior toda vez que…, no debieron destituirme sin respetar mi garantía de audiencia… Es decir la autoridad demandada debió atender las causales, requisitos y procedimientos claramente establecidos en los dispositivos normativos ya citados…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
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Respecto a lo argumentado por el justiciable, la autoridad demandada sólo se limitó a expresar que el concepto de impugnación es ineficaz; pues independientemente de quien deba emitir la destitución, de conformidad con lo establecido en el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su apartado B, fracción XIII, segundo Párrafo, no se puede modificar la situación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Analizado lo propuesto por las partes y las constancias del expediente, el concepto de impugnación en examen, es fundado; pues en efecto, la separación o destitución emitida es ilegal, al no haberse seguido el procedimiento administrativo disciplinario establecido en el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, concretamente en su Capítulo III; en el que se concediera al elemento sujeto al procedimiento de separación de su cargo, el derecho a ofrecer pruebas y alegar a su favor, esto es, respetar su garantía de audiencia; lo que no se hizo, como lo reconoce y confiesa la propia autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Asimismo, en el segundo concepto de impugnación, el actor expresó que la autoridad demandada no fundó ni motivó lo relativo a su competencia para emitir el acto impugnado; en tanto que el enjuiciado solo refiere que es ineficaz dicho argumento; concepto de impugnación que también resulta fundado. . . . . . 


Lo anterior es así, pues consta en el presente proceso, que el Director General de Policía Municipal, por si sólo y de manera unilateral, determinó separar al ciudadano Bartolo Cervera Paz, del cargo que de elemento operativo, tenía en la Dirección General a su cargo, por el motivo de que no aprobó los procesos de evaluación de control y confianza; causando así, baja de dicha Dirección; siendo que para este Juzgador, la baja de la corporación sólo procede por resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal que determine la destitución del elemento del cuerpo operativo, ello de acuerdo a lo que se establece en la fracción VI del artículo 54 del Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo antes expuesto se concluye que, el Órgano competente municipal para determinar el cese o destitución que traiga como consecuencia la separación del cargo de un elemento operativo de la Dirección General de Policía Municipal y, su consiguiente baja en esa corporación, lo es el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Se llega a la anterior conclusión en base a los siguientes razonamientos: . . 

El Reglamento del Consejo de Honor y Justicia del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, en la fracción II del apartado B de su artículo 28, considera como falta grave de los elementos de los cuerpos de seguridad pública municipal el “Dar negativo en las pruebas y exámenes de control de confianza que se le apliquen”. . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el artículo 3 del cuerpo normativo municipal citado, se establece, entre otros aspectos, que el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, como Órgano Colegiado permanente, conocerá y resolverá sobre las faltas graves en que incurran los elementos operativos; lo que se relaciona directamente con el artículo 86 del Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato que a la letra establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 86.- Los elementos de la Corporación podrán ser sancionados también por las faltas consideradas como graves, mismas que se definen y precisan en el Reglamento del Consejo, correspondiendo la aplicación de las sanciones al Consejo de Honor y Justicia, en las formas y términos que establece el procedimiento para la imposición de sanciones instituido en dicho reglamento” (lo subrayado no es de origen). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luego entonces, si el no aprobar los procesos de evaluación de control de confianza, que es lo mismo que dar negativo en las pruebas y exámenes de control y confianza, es considerado una falta grave; quien resulta competente para imponer la sanción consistente en el cese o destitución (separación definitiva del cargo), es sin lugar a dudas el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, previa la instauración y substanciación del procedimiento administrativo disciplinario que regula el Reglamento de dicho Órgano Colegiado; lo que en la especie no se dio, pues como ya quedó precisado la determinación del Director enjuiciado de separar al elemento Bartolo Cervera Paz en su cargo de la Dirección General de Policía Municipal, fue de manera directa y unilateral. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Reafirma el hecho de que el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato era el competente para determinar la destitución o cese del justiciable, lo contenido en el artículo 87, fracción I de la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Guanajuato, precepto que señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 87. Los Consejos de Honor y Justicia de las Instituciones Policiales del Estado y de los municipios serán competentes para:”. . . . . . . . . . . .  
“I. Conocer y resolver sobre las faltas graves en que incurran los elementos de las Instituciones Policiales, con base a los principios de actuación previstos en la presente ley, así como en las normas disciplinarias de las Instituciones Policiales.” (lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es más, al establecer la Ley de Seguridad Pública vigente en el Estado, que es un requisito de permanencia en las Instituciones Policiales el aprobar los
Expediente número 428/2011-JN

procesos de evaluación de control y confianza (artículo 67, apartado II, punto 3,inciso f); resulta que es el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, el competente para determinar la remoción de un elemento cuando no cumpla con dicho requisito, ello atento a lo que establece la fracción VII del ya antes referido artículo 87 de la Ley Seguridad Pública en cita, que textualmente señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“VII. Determinar sobre la remoción de los elementos de las Instituciones Policiales por no obtener una calificación satisfactoria en las evaluaciones para la permanencia o del desempeño, así como por negarse a practicar las mismas;”. . . 
Así las cosas, conforme a lo establecido y razonado en los párrafos anteriores, al decidir el Director General de Policía Municipal de León, Guanajuato, con fecha 3 tres de noviembre de 2011 dos mil once, de manera particular y unilateral, la separación del ciudadano Bartolo Cervera Paz, como elemento operativo de la Dirección General de Policía Municipal, que no es otra cosa que el cese o destitución del cargo; y, por consiguiente su baja en dicha Dirección, sin tener competencia para ello; amén de que no se le respetó el derecho de previa audiencia del impetrante, al no haberse seguido el procedimiento administrativo disciplinario regulado por el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; dicha separación o destitución debe declararse nula al actualizarse lo previsto en las fracciones I, II y III del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y, en consecuencia, procede decretar su nulidad total con sustento en lo dispuesto en la fracción II del artículo 302 del Código en mención. . . . . . . . . 

Así las cosas, en virtud de que lo expresado y razonado en los conceptos de impugnación marcados como segundo y tercero, resultaron fundados y son suficientes para decretar la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio del primer concepto de impugnación, ya que ello no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SÉPTIMO.- De lo solicitado por la parte actora, se encuentra también el reconocimiento del derecho a que se le pague la indemnización prevista en el segundo párrafo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato y, el condenar a la autoridad demandada al pleno restablecimiento del derecho violado, mediante el pago de la indemnización y de las prestaciones que describen en el inciso c) del capitulo correlativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Previo al estudio sobre la procedencia o improcedencia de lo pretendido por el actor, es importante hacer cuatro precisiones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La primera, en el sentido de que la fracción XII del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, establece que, entre otros, los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes. En el caso particular la Ley que rige lo es la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato y, en su caso, el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, así como el Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La segunda, en relación a que el artículo 8 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al servicio del Estado y de los Municipios, excluye del régimen de dicha Ley, a los miembros de las policías municipales. . . . . . . . . . . . . . 

La tercera precisión consiste en que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que la relación jurídica entre los miembros de las instituciones policiales y el Estado, no es de naturaleza laboral sino netamente administrativa, sirviendo de ejemplo para ello la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . 

“POLICIAS MUNICIPALES Y JUDICIALES AL SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MEXICO Y DE SUS MUNICIPIOS. SU RELACION JURIDICA ES DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA. La relación Estado-empleado fue, en principio de naturaleza administrativa, pero en derecho positivo mexicano, en beneficio y protección de los empleados, ha transformado la naturaleza de dicha relación equiparándola a una de carácter laboral y ha considerado al Estado como un patrón sui generis. Sin embargo, de dicho tratamiento general se encuentran excluidos cuatro grupos a saber: los militares, los marinos, los cuerpos de seguridad pública y el personal del servicio exterior, para los cuales la relación sigue siendo de orden administrativo y, el Estado, autoridad. Por tanto, si los miembros de la policía municipal o judicial del Estado de México, constituyen un cuerpo de seguridad pública, están excluidos por la fracción XIII Apartado B del artículo 123, en relación con los artículos 115, fracción VIII, segundo párrafo y 116, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la determinación jurídica que considera la relación del servicio asimilada a la de trabajo y al Estado equiparado a un patrón, de donde se concluye que la relación que guardan con el gobierno del Estado o del Municipio, es de naturaleza administrativa y se rige por las normas también administrativas de la ley y 
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reglamentos que les correspondan y que, por lo tanto, las determinaciones que dichas entidades tomen en torno a ésta no constituyen actos de particulares, sino de una autoridad, que en el caso particular referente a la orden de baja del servicio, hace procedente el juicio de amparo ante el juez de Distrito.” Contradicción de tesis 11/94. Entre las sustentadas por el Primero y el Segundo Tribunales Colegiados del Segundo Circuito. 21 de agosto de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: José Pablo Pérez Villalba. El Tribunal Pleno en su sesión privada del jueves treinta y uno de agosto de mil novecientos noventa y cinco asignó el número 24/1995 (9a.) a esta tesis de jurisprudencia aprobada al resolver la contradicción de tesis número 11/94. México, Distrito Federal, a treinta y uno de agosto de mil novecientos noventa y cinco. Novena Época; Registro: 200322; Instancia: Pleno; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; II, Septiembre de 1995; Materia(s): Administrativa; Tesis: P./J. 24/95; Página:  43. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


La cuarta consiste en que no obstante que se decreta la nulidad total del cese o destitución del cargo que de elemento operativo desempeñaba el ciudadano Bartolo Cervera Paz, en la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato; no resulta factible la reinstalación o reincorporación del mismo, atento a la prohibición que se contiene tanto en el segundo párrafo de la 

fracción XIII del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como en el segundo párrafo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, en los que de manera tajante se consigna que en ningún caso procederá la reincorporación al servicio, aun cuando la separación, remoción, baja o cese del cargo se resolviere por una autoridad jurisdiccional como injustificada. Lo anterior se refuerza con la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“SEGURIDAD PÚBLICA. LA PROHIBICIÓN DE REINSTALAR EN SU CARGO A LOS MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA POR EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, ES APLICABLE EN TODOS LOS CASOS, INDEPENDIENTEMENTE DE LA RAZÓN QUE MOTIVÓ EL CESE. Del citado precepto constitucional se advierte que los miembros de las instituciones policiales podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos de permanencia o si incurren en responsabilidad, con la expresa previsión de que si la autoridad resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo está obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tengan derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. De lo anterior se sigue que a partir de la aludida reforma la prohibición de reincorporación es absoluta, lo que se corrobora con el análisis del proceso relativo del que deriva que el Constituyente Permanente privilegió el interés general por el combate a la corrupción y la seguridad por encima de la afectación que pudiere sufrir el agraviado la que, en su caso, se compensaría con el pago de la indemnización respectiva, por lo que independientemente de la razón del cese tiene preferencia la decisión del Constituyente de impedir que los miembros de las corporaciones policiacas que hubiesen causado baja se reincorporen al servicio.”Contradicción de tesis 21/2010. Entre las sustentadas por el Primer, Segundo y Tercer Tribunales Colegiados del Noveno Circuito. 23 de junio de 2010. Mayoría de cuatro votos. Disidente y Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Francisco Gorka Migoni Goslinga. Tesis de jurisprudencia 103/2010. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del treinta de junio de dos mil diez. Novena Época; Registro: 164225; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta;  XXXII, Julio de 2010; Materia(s): Constitucional, Laboral; Tesis: 2a./J. 103/2010; Página:   310. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Hechas las precisiones anteriores se procede al análisis de la pretensión intentada por el actor, de que se le reconozca el derecho a que se le pague la indemnización que se establece en el segundo párrafo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato; pretensión que para quien resuelve, resulta procedente en los términos siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


El segundo párrafo del mencionado artículo 50 consigna:. . . . . . . . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 50. Los servidores públicos de índole ministerial y pericial, así como los de las Instituciones Policiales…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, no procederá bajo ninguna circunstancia la reincorporación o reinstalación al mismo, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. En tal supuesto el ex servidor público únicamente tendrá derecho a recibir las prestaciones que le correspondan al momento de la terminación del servicio y que le permanezcan vigentes al tiempo de su reclamo, así como a una única indemnización de tres meses conforme a la última remuneración base diaria percibida, salvo que ésta excediera del triple del salario mínimo general vigente en el Estado, en cuyo caso será ésta la cantidad

 que se tome como base diaria para la cuantificación de dicha indemnización. En ningún caso procederá el pago de salarios caídos.” (Lo subrayado y resaltado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


De la interpretación gramatical del precepto antes transcrito, se desprende que, en el caso concreto, al resultar nula la destitución o cese del actor, éste tiene derecho a una indemnización de 3 tres meses de sueldo base, siempre y cuando no exceda la remuneración base diaria, el triple del salario minino vigente en este Estado, por lo que no existe impedimento para reconocer tal derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, para fijar la indemnización a la que tiene derecho el ciudadano Bartolo Cervera Paz, es necesario primero establecer si el salario base diario (que es el que ordinariamente se percibe por día laborado, no el conocido como integrado) que recibía no rebasa la cantidad de $170.10 (Ciento setenta pesos 10/100 moneda nacional) que equivale al triple del salario mínimo diario vigente para el año 2011 dos mil once en el Estado de Guanajuato (año en que se dio la destitución); salario mínimo diario vigente que fue de $56.70 (Cincuenta y seis 
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pesos 70/100 moneda nacional); tomando para ello como base la cantidad de $5,615.66 (Cinco mil seiscientos quince pesos 66/100 moneda nacional) que se consigna como sueldo en el recibo de nómina, que fue ofrecido y admitido como prueba al actor y que no fue objetado por el enjuiciado; (visible a foja 8 ocho), y que corresponde a 14 catorce días, luego entonces al hacer la operación matemática de dividir $5,615.66 (Cinco mil seiscientos quince pesos 66/100 moneda nacional) entre 14 catorce días, nos da como resultado que el impetrante obtenía como remuneración base diaria, la cantidad de $401.11 (Cuatrocientos un pesos 11/100 moneda nacional), cantidad que sin duda alguna, supera el triple del salario mínimo general vigente a que se hace referencia en líneas anteriores en este párrafo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al rebasar la percepción base diaria, que se pagaba al actor, la cantidad de $170.10 (Ciento setenta pesos 10/100 moneda nacional) a que se hace referencia en el párrafo que antecede, esta cantidad, atento a lo que dispone el segundo párrafo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Publica del Estado de Guanajuato, será la base diaria para la indemnización que ahí mismo se instituye; por lo que el ciudadano  Bartolo Cervera Paz tiene derecho a percibir, por ese concepto, la cantidad de $15,309.00 (Quince mil trescientos nueve pesos 00/100 moneda nacional), cuantía que resulta de multiplicar $170.10 (Ciento setenta pesos 10/100 moneda nacional) por 90 días que equivalen a los 3 tres meses a que hace referencia la ley previamente citada. Indemnización que deberá cubrir la autoridad demandada, dentro de los 15 quince días siguientes a que cause ejecutoria la presente sentencia. . . . . . . . . . . . 

Como pretensiones relativas a que se condene a la demandada al pleno restablecimiento del derecho violado, se califican procedentes las siguientes: . . . 

a).- El pago de la parte proporcional del aguinaldo correspondiente al año 2011 dos mil once. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior en virtud de que conforme a lo prescrito en el ya multimencionado segundo párrafo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, el justiciable también tiene derecho a recibir, además de la indemnización, las prestaciones que le correspondan al momento de la terminación del servicio; y a que, en Sesión Ordinaria de fecha 28 veintiocho de abril de 2011 dos mil once, el Honorable Ayuntamiento de León, aprobó como prestación general otorgada a los Servidores Públicos de la Administración Centralizada, entre otras, el pago de 41 cuarenta y un días de sueldo mensual tabular. Prestación a la que sin lugar a dudas también tienen acceso los elementos operativos de la Dirección General de Policía Municipal, al ser dicha dependencia parte de la Administración Pública Municipal Centralizada; y a que ya se había generado a favor del ciudadano Bartolo Cervera Paz, en forma proporcional al lapso de tiempo laborado en el 2011 dos mil once, que fueron 10  diez meses con 3 tres días. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De este modo, si 41 cuarenta y un días corresponde a 12 meses laborados, el actor tiene derecho a que se le paguen 34.59 treinta y cuatro  punto cincuenta y nueve días por el período de 10 diez meses con 3 tres días; comprendido de enero a noviembre del año 2011 dos mil once, de acuerdo a la siguiente operación aritmética: 41/12=3.42x10=34.2, mas los 3 tres días de excedente da un total de 34.59 treinta y cuatro punto cincuenta y nueve; en donde 41 cuarenta y uno, corresponde a los días de aguinaldo, 12 doce, a los meses que deben transcurrir para recibir los 41 cuarenta y un días de aguinaldo, 3.42 tres punto cuarenta y dos, a los días de aguinaldo correspondiente a cada mes laborado; 10 diez, a los meses laborados por el actor; mas 3 tres días; y, 34.59 treinta y cuatro punto cincuenta y nueve, corresponde a los días que tiene derecho el actor en forma proporcional por concepto de aguinaldo. . . . . . . . . . . . 

b).- El pago de la parte proporcional de prima vacacional que corresponda al tiempo comprendido entre el día siguiente a la última prima vacacional pagada y el día de la separación del cargo, calculada sobre la cantidad que resulte del 48% cuarenta y ocho por ciento de 10 diez días de sueldo, dividida entre esos 10 diez días, multiplicando el resultado por los días laborados hasta la separación del cargo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ello también con sustento en lo instituido en el segundo párrafo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública vigente en el Estado y a que en el acuerdo del Honorable Ayuntamiento, a que se hizo referencia en el inciso anterior, también se aprobó como prestación general el pago de la prima vacacional equivalente al 48% cuarenta y ocho por ciento de 10 diez días de sueldo mensual tabular cada seis meses por período vencido. . . . . . . . . . . . . . . . . 

La cuantificación y el pago de las prestaciones a que se hace referencia en los incisos a) y b) que anteceden, deberá realizarlo el titular de la Dirección  demandada -auxiliado por la dependencia municipal encargada del pago de los salarios a los empleados municipales-, tomando como base el sueldo mensual tabular que correspondía, en el año 2011 dos mil once, al cargo que desempeñaba el ciudadano Bartolo Cervera Paz, en la Dirección General de Policía Municipal, en razón a lo autorizado por el Honorable Ayuntamiento de León, en el punto VI del Orden del día de la Sesión Ordinaria de fecha 28 veintiocho de abril del año próximo pasado, lo que deberá hacer dentro del término de 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que haya causado ejecutoria la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

c).- El pago del fondo de ahorro, el cual se conformó con aportaciones catorcenales, en partes iguales de $ 100.00 (Cien pesos 00/100 moneda nacional), del ex-servidor público y del Municipio de León, al cual tiene derecho el primero de los mencionados, al haberse constituido a su favor. . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, si durante cada catorcena se aportó la cantidad de $200.00 (Doscientos pesos 00/100 moneda nacional) a dicho fondo y del 1 uno de enero al 3 tres de noviembre del año 2011 dos mil once, transcurrieron 22 veintidós 
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catorcenas; luego entonces se debe entregar al actor, por concepto de liquidación del fondo de ahorro, la cantidad de $4,400.00 (Cuatro mil cuatrocientos pesos 00/100 moneda nacional), lo que habrá de hacer el Director General de Policía Municipal, también dentro de los 15 días siguientes a que cause ejecutoria este fallo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


OCTAVO.- A fin de no causar perjuicio al actor y no dejar de hacer pronunciamiento sobre sus demás pretensiones, distintas a las enunciadas en el considerando que antecede, este Juzgador resuelve que resultan no procedentes, en base a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

a).- El pago de la indemnización que contempla el tercer párrafo de la fracción XIII del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque dicha indemnización no es otra distinta a la prevista en el segundo párrafo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato y que ya se cuantificó en el considerando inmediato anterior, toda vez que en dicha ley se determinan los meses que deben pagarse por concepto de la indemnización prevista en el citado precepto constitucional. . 

b).- El pago de la prima de antigüedad a razón de 12 días por año laborado, porque el artículo 63 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos al servicio del Estado y de los Municipios, sólo otorga el derecho a percibirla a los trabajadores de base, rubro dentro del cual no están comprendidos de ningún modo los miembros de las instituciones policiales al no existir una relación de naturaleza laboral sino de carácter administrativa, aunado al hecho de que como ya se dijo en supralíneas, la propia Ley en cita excluye de su régimen, a los miembros de las policías municipales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

c).- El pago de los perjuicios, traducidos ellos en el pago de los salarios que se acumulen durante la substanciación del presente proceso, porque no es otra cosa que el pago de salarios caídos; lo que no es factible ante el absoluto que se contiene en la última parte del párrafo segundo del artículo 50 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, de que: “en ningún caso procederá el pago de salarios caídos.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

d).- El pago de 20 días de salario por cada año trabajado, en virtud de que ya no es posible la reinstalación en el cargo, porque el pago de 20 días por cada año de servicio tiene origen en la responsabilidad que deriva de la decisión del patrón de ejercer el derecho a no reinstalar al trabajador; es decir, dicho concepto constituye una prestación exclusiva del derecho laboral que no resulta aplicable a las relaciones de naturaleza administrativa, a más de que no es decisión del Municipio el no reinstalar al actor, sino que la no reinstalación o reincorporación es un imperativo establecido por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la última parte del párrafo segundo de la fracción XIII del apartado B del artículo 123; y, en la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, en el ya varias veces citado párrafo segundo del artículo 50. . . . . 

e).- El pago de aguinaldo, de vacaciones, de primas vacacionales, de horas extras, de fondo de ayuda mutua y de días de descanso que dice el actor que no le fueron pagados en todo el tiempo que prestó sus servicios, porque no ofreció medio de prueba alguno que acreditara que efectivamente no le fueron cubiertos tales pagos, estando obligado a ello, ya que el “onus probandí”, al ser el proceso administrativo de estricto derecho, corresponde en este caso al actor en función de probar los hechos que sustentan sus pretensiones, lo que en la especie no se dio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

f).- Seguro de vida, el pago de la cantidad de $30,000.00 (Treinta mil pesos 00/100 moneda nacional), con recursos del subsidio para la seguridad pública municipal y aportaciones al Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores; ya que no acreditó contar con derecho alguno a recibir tales prestaciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
g).- La disculpa pública del Presidente Municipal, porque no se admitió la demanda respecto de dicha autoridad y porque tal pretensión no encuadra en ninguna de las comprendidas en el artículo 255 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo que se traduce en que no sea materia del presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

h).- La de no ser inscrito en los Registros Nacional y Estatal de personal de las Instituciones de Seguridad Pública, y que, de estar inscrito, se borren sus datos; porque la terminación del servicio, sin distinción de la causa o motivo debe inscribirse en tales Registros, por así imponerlo expresamente, el artículo 50, tercer párrafo de  la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Guanajuato, que a la letra señala: “La terminación del servicio será inscrita en los Registros Nacional y Estatal de Personal de las Instituciones de Seguridad Pública”. . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento en lo establecido en los artículos 123, apartado B, fracción XIII, primer y segundo párrafos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 50, segundo párrafo de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato; y, 249, 255, fracciones I, II y III; 287, 298, 299, 300, fracciones II y V, 302, fracciones I, II, y III; del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo promovido en contra del acto emanado del Director General de Policía Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
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TERCERO.- Se decreta la Nulidad Total de la destitución (separación) del ciudadano Bartolo Cervera Paz, del cargo que como Segundo comandante tenía en la Dirección General de Policía Municipal; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de esta misma resolución. . . . . . . . 

CUARTO.- Se reconoce el derecho del actor al pago de la indemnización y al pago de las pretensiones a que se hace referencia en el considerando Séptimo de esta sentencia; en los términos precisados en dicho considerando y con las deducciones fiscales que, en su caso, correspondan. Pagos que deberá efectuar la autoridad demandada, debiendo informar a este Juzgado sobre el cumplimiento que dé a la presente sentencia, acompañando las constancias que así lo acrediten. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .      


QUINTO.- No ha lugar a condenar a la autoridad demandada al pago de las pretensiones reseñadas en el Considerando Octavo de la presente resolución, atento a las razones lógicas y jurídicas señaladas en dicho considerando. . . . . . . .  

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DICTADA EL 13 TRECE DE FEBRERO DEL AÑO 2012 DOS MIL DOCE, EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO NÚMERO DE EXPEDIENTE 428/2011-JN. . . . . . . . . . . . . 

